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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte.


BOLETÍN Nº 5.159-07.

_____________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.


A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrió el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García.


A una de dichas sesiones, asistieron, especialmente invitados, el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab; el Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda; el Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, y el Auditor General de Carabineros, General (J), señor Ismael Verdugo.

Participaron, también, los profesores señores Juan Domingo Acosta, Sergio Cea y Jaime Couso.

Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66 y 77 de la Carta Fundamental, los artículos 1°, 3° y 4° deben aprobarse con carácter orgánico constitucional por incidir en las atribuciones de los tribunales.

A su vez, el artículo 2°, con excepción de su numeral 26, debe aprobarse como norma de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 19, número 3°, de la Constitución Política.


Es dable señalar que a la fecha de despacho de este informe, el Ejecutivo había hecho presente la urgencia con carácter de simple.


Finalmente, es procedente indicar que este proyecto fue conocido por la Comisión junto a otros que versan, igualmente, sobre la competencia de la Justicia Militar. Se trata de la Moción de la Honorable Senadora señora Alvear sobre jurisdicción penal militar, contenida en el Boletín Nº 4.792-07; de la Moción del Honorable Senador señor Navarro que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la Justicia Militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, contenida en el Boletín Nº 4.669-07, y del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, suprimiendo en la integración de la Corte Suprema al Auditor General del Ejército, Boletín Nº 2.215-07.

- - - - - - - - - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


I. Disposiciones legales relacionadas con el tema en estudio:


a) Constitución Política de la República: Capítulo VI, sobre Poder Judicial. Su artículo 76 establece que la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley

Por su parte, el artículo 77 dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República.

b) Código de Justicia Militar: las normas del proyecto que versan sobre la competencia de los Tribunales Militares introducen modificaciones al Título I del Libro Primero, referido, precisamente, a dichos Tribunales. Aquéllas que suprimen la pena de muerte reemplazándola por la de presidio militar perpetuo calificado, enmiendan los Libros Tercero y Cuarto, sobre Penalidades y Otras Disposiciones.

c) La iniciativa introduce, además, ajustes de concordancia a algunas disposiciones de otros cuerpos legales. Es el caso del artículo 7° del Código Orgánico de Tribunales; de los artículos 3° y 5° del Decreto Ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional para los penados, y del artículo 14 de la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

1) El Mensaje

En él, la Primera Mandataria expresa que la competencia de la Justicia Militar es uno de los principales temas pendientes de la modernización de la administración de justicia en nuestro país. Informa que la regulación de la judicatura militar en tiempo de paz no ha sufrido transformaciones estructurales y se contradice con los estándares internacionales en la materia, resultando incompatible con las exigencias de un Estado Democrático de Derecho, lo que ha sido advertido por diversos organismos e instituciones nacionales e internacionales.


Señala que uno de los principales defectos que presenta la jurisdicción militar es su excesivo ámbito de competencia, que permite el juzgamiento de civiles por tribunales militares en múltiples supuestos.


Indica que el principal jurista nacional en materia de jurisdicción penal militar, el señor Renato Astrosa, advertía, en 1973, acerca de esta situación en los siguientes términos: “Uno de los más graves problemas que acarrea la amplitud del fuero militar, más allá de lo que es aceptable desde un punto de vista doctrinario, es el juzgamiento de civiles por parte de los tribunales castrenses. Y ello por razones obvias: el reemplazo del tribunal ordinario por un tribunal castrense va, como se ha expresado, en desmedro de las garantías del imputado, lo que sólo se justifica cuando el delito pesquisado tenga el carácter de delito militar, el que, doctrinariamente, sólo puede ser perpetrado por militares y jamás por civiles.” (Renato Astrosa Sotomayor, Jurisdicción Penal Militar, Editorial Jurídica de Chile, 1973).


Prosigue expresando que luego del retorno a la democracia, la discusión académica, política y técnica sobre la materia ha cobrado nueva fuerza. En el contexto de seminarios y publicaciones sobre el rediseño de la justicia militar, los diversos planteamientos sobre el rol y función de esta clase especial de jurisdicción han ido convergiendo en la necesidad imperiosa de modificar el actual statu quo. Tanto de parte de las mismas instituciones castrenses como de la sociedad civil, la reflexión ha tendido a evaluar los ejes centrales de una jurisdicción militar moderna, en el contexto de un Estado Democrático de Derecho.


Agrega que esfuerzos específicos han sido realizados al interior de los Ministerios de Justicia y de Defensa Nacional, así como por fiscales y auditores militares, quienes tienen un especial conocimiento del desenvolvimiento práctico de los tribunales militares. Informa que para la elaboración de este proyecto se conformó una mesa técnica con representantes del Gobierno y de la justicia militar, que logró consensuar las distintas visiones sobre la materia.


Sostiene que, recientemente, el tema de la justicia militar, en concordancia con la perspectiva de un Estado Democrático de Derecho, ha recobrado importancia, como consecuencia de los procesos de recuperación o de consolidación de la democracia en los países del continente y de los avances en la promoción, protección y respeto de los Derechos Humanos.


Luego, recuerda que varias Mociones parlamentarias han abordado esta materia y constituyen expresión del permanente interés de los Gobiernos de la Concertación por establecer el debido proceso en la Justicia Militar. Al respecto, menciona el proyecto de ley formulado en su oportunidad por la Honorable Senadora Soledad Alvear (Boletín N° 4.792-07) y otro de los Honorables Senadores señores Sergio Bitar, José Antonio Viera-Gallo y Andrés Zaldívar (Boletín N° 2.746-07). Además, señala que se han considerado las Mociones presentadas por los Honorables Diputados señores Juan Bustos, Jorge Burgos, Francisco Encina, Fidel Espinoza, Guillermo Ceroni, Iván Paredes, Fulvio Rossi, Eugenio Tuma, Laura Soto y por el Diputado Riveros (Boletín N° 3.254-07), como así también el proyecto de los Honorables Diputados señores Antonio Leal, Osvaldo Palma, Iván Paredes, Alberto Robles y Eduardo Saffirio (Boletín N° 3.275-07).


Enseguida, manifiesta que la tendencia a limitar la competencia de los tribunales militares en el juzgamiento de civiles ha sido establecida mediante varias leyes aprobadas en los últimos años. Así, por ejemplo, lo expresan las denominadas Leyes Cumplido (N° 19.047), la ley Nº 20.048 en materia de desacato y la ley Nº 20.045 en materia de nueva modalidad de reclutamiento del servicio militar.

El siguiente paso lógico en esta tendencia, prosigue, es avanzar en la reducción del ámbito de competencia de la justicia militar al propiamente castrense, el que, por regla general, debe restringirse a los casos de militares que infringen gravemente los más importantes deberes que les corresponden. Al mismo tiempo, debe garantizarse la independencia e imparcialidad de sus tribunales. Sólo de este modo la actividad de los tribunales castrenses será compatible con la modernización de la justicia y, particularmente, con la Reforma Procesal Penal en curso.


A continuación, se refiere al derecho comparado.


Sostiene que desde el derecho comparado se pueden identificar básicamente tres modelos de justicia militar en tiempo de paz.


Un primer modelo de competencia es de juzgamiento extensivo y amplio a civiles por parte de tribunales militares.  Este sistema lo tuvo la España franquista y actualmente se encuentra vigente sólo en Chile y Bolivia. Un segundo modelo establece una competencia acotada al juzgamiento de uniformados por delitos militares (España, Portugal e Italia). El tercer modelo postula la supresión total de la jurisdicción militar y, en consecuencia, de la competencia (Alemania, Francia y en estudio en Argentina).  Aquí la modalidad es la común a todo proceso penal ordinario con la expresión de tipos penales y un régimen de atenuantes, agravantes y eximentes que toman en cuenta la profesión militar pero dentro de un proceso común.


Agrega que la inmensa mayoría de las Constituciones vigentes en los regímenes democráticos, incluidas las de nuestra región, consagran la jurisdicción militar en tiempos de paz en términos restrictivos, limitándola sólo al conocimiento de los delitos "puramente militares" o "de función". Nuestro país se ha mantenido, entonces, ajeno a la clara tendencia democrática mundial y latinoamericana. Hasta el momento no se ha producido un debate público general respecto de esta materia que permita superar las deficiencias y avanzar en el establecimiento de una judicatura militar acorde a un Estado Democrático de Derecho.


La Jefa de Estado manifiesta que, por otra parte, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado una tendencia en orden a manifestar la incompatibilidad con el estándar de derechos humanos del juzgamiento de civiles por parte de tribunales militares. Esta tendencia jurídica se ha convertido en obligación para el Estado de Chile, como lo manifiestan con precisión y directamente el Caso Palamara Iribarne e indirectamente el Caso Almonacid.


Asimismo, la ausencia de esta reforma básica a la Justicia Militar se ha tornado en un imperativo después de la plena aplicación del Código Procesal Penal en Chile.  Ella establece los principios esenciales del debido proceso penal y este proyecto, sin abarcar todos los aspectos de aquél, va en la dirección de reparar los mínimos contenidos que supone la adaptación al debido proceso.


Señala que, adicionalmente, la reforma a la Justicia Militar que propone resulta favorable a las Fuerzas Armadas en la medida en que extrae del ámbito de aquélla los conflictos en los cuales se vean involucradas personas que no revisten el carácter de militares, evitando con ello que se traten materias que les son esencialmente ajenas.


Por todo lo anterior, afirma que es imperativo enfrentar la reforma de la Justicia Militar con decisión y prudencia a la vez. Con decisión en aquello que resulta contrario a la Constitución y al debido proceso y que supone restablecer el derecho de los civiles a ser juzgados de acuerdo a los parámetros de la nueva justicia penal definida por la unanimidad de nuestro Congreso en el Código Procesal Penal. Pero también este proyecto es una solución parcial y prudente porque existe conciencia de que la reforma a la Justicia Militar debe ser más amplia que la que en esta oportunidad se presenta.

Informa que por lo mismo, y en un acto administrativo paralelo al envío de este proyecto de ley, ha creado por Decreto Supremo del Ministerio de Defensa Nacional la Comisión que estudiará de aquí a fines del 2007 la propuesta de reforma integral de la Justicia Militar que enviará al Congreso Nacional durante el año 2008.  Allí se terminarán de perfeccionar diversos aspectos de los nuevos procedimientos ante los tribunales militares y se mejorará la independencia de los jueces y funcionarios de los tribunales militares, así como la tipificación de los delitos militares, en consonancia con los nuevos desafíos de la profesión militar en el siglo XXI.


A continuación, se refiere a la eliminación de la pena de muerte en nuestro ordenamiento nacional.


Indica que la reforma a la Justicia Militar no es el único objetivo del proyecto presentado pues, en su segunda parte, se aborda la eliminación de la pena de muerte del articulado del Código de Justicia Militar.

En esta materia, recuerda que en el año 2001 la ley N° 19.734 modificó el Código Penal y las principales leyes que consagraban este tipo de pena en nuestro ordenamiento jurídico, de manera que sólo restaba modificar los tipos penales militares. Por otra parte, este proyecto se enmarca en otras iniciativas del Ejecutivo, como la aprobación del Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte (Boletín N° 4.733-10).


Informa que en la consolidación de un Estado Democrático de Derecho, el régimen punitivo de una sociedad debe presentar estándares que resguarden y respeten los derechos fundamentales de las personas. No sólo la Constitución Política de la República, sino que diversos instrumentos internacionales –entre los que destaca la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos- consagran el derecho a la vida y establecen limitaciones para la imposición de la pena capital. Desde el punto de vista de la evolución de los derechos fundamentales, la eliminación de la pena de muerte se ha mostrado como uno de los pasos lógicos para limitar el poder del Estado y establecer una debida proporcionalidad entre el delito cometido y el castigo aplicado.


Añade que desde el punto de vista de la teoría de la pena, la prevención general negativa se ha esgrimido como la fundamentación central para la defensa de la pena de muerte. Castigar con la muerte busca, en este esquema argumentativo, la máxima disuasión frente a determinadas conductas punibles. Ello, sin embargo, no se encontraba exento de críticas. Advierte, sin embargo, que aun cuando esta no es la ocasión para desarrollar una extensa argumentación favorable a la eliminación de la pena de muerte, cabe explicar esquemáticamente las razones tendientes a su supresión.


En primer lugar, se entiende que generar la disuasión a través de la imposición de penas sobre personas, supone una utilización instrumental de las mismas, menoscabando su dignidad humana. Las personas son utilizadas como medios para conseguir fines de prevención. La utilización de la persona humana como medida político criminal no sólo no es respetuosa de los derechos fundamentales, sino también deslegitima el orden punitivo.

Por otra parte, el sistema criminal debe medir su eficacia preventiva no sólo respecto al establecimiento abstracto de penas, sino también al número de imposiciones efectivas y eficacia disuasiva en la sociedad. Todo ello es, al menos, dudoso en el caso de la pena de muerte, puesto que sólo se ha aplicado 58 veces por nuestros tribunales, con una repercusión pública no del todo efectiva, logrando que parte de la población se compadezca del condenado y se ponga en su rol.


En segundo término, va en directa contradicción con otros fines políticos criminales que se discuten en nuestro país. Tal es el caso de las políticas de reinserción y readaptación social, apelando a un sistema penitenciario que procure no sólo un bienestar individual, sino también social, disminuyendo la posibilidad de reincidencia en la comisión de delitos. Ciertamente, un sistema penal que permite la eliminación de uno de sus miembros no aspira a que el delincuente pueda reintegrarse a la sociedad.


En tercer lugar, existe la posibilidad del error judicial. Un sistema contradictorio permite una igualdad de armas a los intervinientes para exponer de la mejor forma las versiones de los hechos y el control mutuo de garantías. Ello no elimina, sin embargo, la posibilidad de que el sistema judicial incurra en equivocaciones o imponga una pena a quien, con posterioridad, se encuentra en condiciones de probar su inocencia o una conducta lesiva que no era acreedora de la pena de muerte. Toda imposición de la pena debe estar rodeada de una sombra de sospecha de la cual la pena de muerte no se escapa y se agrava en virtud de sus efectos. La posibilidad del error es cierta y se reconoce incluso a nivel constitucional, permitiendo recurrir a los tribunales de justicia revisar una posible indemnización por error judicial. Como sabemos, en el caso de la pena de muerte, dicho error es irreparable en términos de suprimir los efectos permanentes de la pena.


Enseguida, el Mensaje describe el contenido del proyecto.


Señala que éste se compone de cinco artículos permanentes.


El artículo 1º contiene las modificaciones propuestas al texto actual del Código de Justicia Militar, ordenadas en siete numerales referidos a cada uno de los preceptos que cambian.


En primer lugar, se modifica el artículo 3º, especificando que la jurisdicción de los Tribunales Militares en territorio nacional se ejerce, por regla general, sobre militares, para juzgar asuntos de jurisdicción militar. Se eliminan, por lo tanto, la jurisdicción sobre civiles y la alusión a los extranjeros, con el objeto de evitar vulnerabilidades procesales que terminen debilitando los bienes jurídicos que resguarda esta norma. Por ende, la regla general materializa la exclusión de dicha jurisdicción sobre los civiles tanto en el territorio nacional como en el extranjero. Sin perjuicio de lo anterior, esta misma norma establece que habrá algunas excepciones establecidas en el propio Código de Justicia Militar.


Asimismo, en este numeral se introducen modificaciones referidas a la extraterritorialidad de la jurisdicción militar. Para ello se precisa en el numeral 2° del artículo 3° de este Código, que los delitos cometidos por militares fuera del territorio nacional deban ser en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio, siendo necesario que concurran dichas hipótesis restrictivas. Se excluye, de este modo, la posibilidad de conocer de cualquier tipo de delitos comunes en este supuesto.


Finalmente, se decide eliminar la expresión “contemplados en este Código” del numeral 3, eliminando, conjuntamente, el numeral 4° del inciso segundo del artículo 3°, puesto que se pretende que la jurisdicción y competencias de la justicia militar alcancen sólo a delitos militares contra la soberanía del Estado y su seguridad interior y exterior cuando sean cometidos por militares. La restricción, por tanto, apunta a excluir los civiles que estaban contemplados en el numeral 4º y ajustar la extraterritorialidad de la jurisdicción militar a todos los delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior e interior, cuando sean cometidos exclusivamente por militares.


Luego, el numeral 2 del proyecto reemplaza el actual artículo 5º, que trata de la competencia de la jurisdicción militar. Éste representa uno de los aspectos más importantes del proyecto, puesto que fija el nuevo perfil de competencia en que se desenvolverá la jurisdicción militar.


La primera de la modificaciones es la sustitución del inciso primero del numeral 1° del artículo 5° por un nuevo texto, que señala que los tribunales militares son competentes para conocer de las causas por delitos militares cometidos por militares, entendiéndose por tales delitos los contemplados en este Código.

De este modo, explica, se introducen dos cambios fundamentales.


En primer lugar, se precisa que se trata de causas por delitos militares cometidos por militares, lo que excluye, en consecuencia, de la competencia de los tribunales militares a los civiles que cometan tales delitos.

En segundo lugar, al eliminar la frase final del inciso primero del numeral 1° del artículo 5°, se reafirma la idea de que la competencia se extiende sólo a los delitos militares, esto es, los contemplados por el Código de Justicia Militar, excluyéndose de la competencia de la justicia militar las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares.


Sin embargo, este artículo presenta dos excepciones respecto a estas materias. En primer término, se mantiene la competencia de los tribunales militares para conocer de los delitos de maltrato de obra a carabineros, establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417, sean cometidos por civiles o por militares. La segunda excepción corresponde a las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, cuando sean cometidas por civiles o por militares.


La segunda modificación es el reemplazo del texto del numeral 2º del artículo 5° por un nuevo texto que reemplaza el guarismo “4°” antiguo por “3°”, lo que lo hace armónico con el texto modificado del artículo 3° que elimina el numeral 4°, como se detalló.


La tercera modificación reemplaza el texto del numeral 3º por uno nuevo, que especifica que la Justicia Militar será competente para conocer de las causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra. Por lo tanto, se asegura que no cualquier delito común cometido por un militar sea de competencia de los tribunales militares, sino únicamente cuando se den dichas exigencias, definidas técnicamente por el Código.


La expresión “frente al enemigo” está descrita en el artículo 419 como “no sólo cuando notoriamente lo tenga a su frente, sino desde el momento que haya emprendido los servicios de seguridad en contra de él”. Por su parte, estar en campaña se refiere a lo que el artículo 420 denomina “operar en plazas, territorios enemigos, o en plazas o territorios nacionales declarados en estado de asamblea o de sitio, aunque ostensiblemente no aparezcan enemigos en él”.


Esta disposición se aparta de la idea fundamental de limitar la competencia de la Justicia Militar sólo a los delitos militares, excluyéndola del conocimiento de los delitos comunes. Sin embargo, y dadas las especiales circunstancias en las que se cometerían los delitos comunes a los que se refiere este numeral, se consideró necesario y conveniente para una mejor y más efectiva  administración de justicia mantener dicha competencia dentro de la Justicia Militar, aunque delimitando la oportunidad de su ejercicio. Esto debido a que la sola comisión de delitos en las circunstancias mencionadas constituye un factor que afecta la capacidad operacional de las fuerzas militares y deteriora la disciplina.

La cuarta modificación corresponde al caso de delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto del servicio o en recintos militares.


Los primeros dos supuestos denotan que en el cumplimiento de una orden o en el desempeño de un acto de servicio se cometió un acto ilícito que podrá tener naturaleza militar o común. Los delitos militares cometidos de este modo están cubiertos por el numeral 1° del artículo 5°, pero los delitos comunes que pudieren cometerse en estas hipótesis no encuentran asidero al desaparecer el antiguo numeral 3°. Esta es la razón de incluir este nuevo numeral 4°, que también constituye una excepción al principio general de que la Justicia Militar sólo conozca de delitos militares. Esta excepción se justifica en la íntima relación entre el delito común cometido por el militar y el cumplimiento de la orden o la realización del acto del servicio que se exige en este numeral, cuestión que hace necesaria una consideración del asunto dentro de la esfera de la jurisdicción militar. Es importante destacar que no se incluye la necesidad de cometerse en tiempo de guerra u otra circunstancia especial.

El tercer supuesto moderniza una casuística decimonónica de lugares militares y adopta el concepto genérico de recinto militar, que está definido en el propio Código.


La quinta enmienda incorpora expresamente a la competencia de los tribunales militares el delito del artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas. Dada la restricción de la competencia de los tribunales militares enunciada en el numeral 1º del artículo 5º -donde se limita a los delitos militares contemplados en el Código- se hace necesario insertar explícitamente este delito de reservistas que injustificadamente no concurren al llamado, haciéndolo coherente con la definición de militar que se establece en el artículo 6º.

La sexta modificación es la dotación de competencia respecto de las infracciones al Código Aeronáutico, como excepción al principio general de exclusión de civiles.


La última modificación consiste en la sustitución del antiguo numeral 4°, que pasa a ser el nuevo 7°, por un nuevo texto que otorga competencia a los tribunales militares para conocer de las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los numerales 1° a 6° mencionados, con la finalidad de obtener la restitución de la cosa o su valor. Esta modificación armoniza los guarismos de los numerales según las modificaciones introducidas y mantiene una competencia ya existente en la Justicia Militar, persiguiendo dar, de ese modo, cumplimiento al principio de economía procesal y facilitar a las partes la obtención de la ejecución de lo fallado.


Enseguida, el Mensaje explica el reemplazo del artículo 6°.


El numeral 3) del artículo 1° reemplaza el texto del artículo 6º por uno nuevo, que fusiona disposiciones de los antiguos artículos 6° y 7° del Código de Justicia Militar, dirigidos a definir el concepto de militar aplicable para efectos del Código. Es una disposición de gran relevancia, puesto que permite continuar perfilando con mayor precisión el principio general en que se basa el proyecto de establecer una justicia militar que conozca de causas referidas sólo a militares, excluyéndose a los civiles. De esta suerte, dejan de estar sujetos a la Justicia militar aquellos civiles que aparecían mencionados en el texto del antiguo artículo 6° como formando parte del concepto de militar.


Una tercera excepción a la exclusión de civiles de la competencia militar se refiere a los civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente. Esta modificación al antiguo texto que señalaba “las personas que las sigan en campaña en el estado de guerra”, pretende modernizar y delimitar mejor la categoría de civiles que, dentro del contexto de un conflicto bélico, colaboran en forma directa con las Fuerzas Armadas. Sin embargo, la excepción se fundamenta por fines garantistas, ya que se busca proteger a estos nacionales en un evento de guerra en territorio extranjero, quedando dentro de la jurisdicción nacional y sin correr riesgo de verse violados sus derechos fundamentales en su condición de civiles.

Además, la modificación excluye a los empleados civiles de las Fuerzas Armadas y Carabineros y a los oficiales de reclutamiento. Asimismo, se simplifican las disposiciones respecto a los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile, sujetándolos a todos al concepto de militar para los efectos de la aplicación de las reglas de competencia del Código de Justicia Militar, sin distinguir según los años de estudio realizados efectivamente, sino armonizando la competencia jurisdiccional con la disciplinaria establecida en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. Esto, atendiendo a la naturaleza efectiva de las relaciones de sujeción a las que dichos cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares están adscritos y al contenido específico de los ilícitos militares que pueden cometer.


Luego, el numeral 4) deroga el artículo 7°, ya que sus disposiciones fueron absorbidas por el nuevo texto del artículo 6°.


A continuación, el numeral 5) deroga el inciso primero del antiguo artículo 9º, que explicitaba innecesariamente que los tribunales ordinarios serían competentes para conocer de los delitos comunes cometidos por militares en el ejercicio de funciones propias de un destino público civil. Con el nuevo artículo 5º, dicha disposición carece de sentido.

Además, actualiza la especificación de la competencia del juzgado de garantía que deba conocer de los ilícitos cometidos en nave militar en alta mar o en aeronave en vuelo. Se otorga competencia, en primer lugar, sobre las causas por delitos cometidos por civiles en una nave militar en la alta mar, señalando que en dicho caso conocerá el juzgado de garantía competente del primer puerto nacional de arribada y, en segundo lugar, de las causas por delitos cometidos por civiles en una aeronave en vuelo, correspondiéndole conocer en dicho caso al juzgado de garantía competente del primer aeropuerto nacional en que la aeronave en cuestión aterrice.

El numeral 6) reemplaza el antiguo artículo 11 por uno nuevo, con el fin de solucionar el problema de competencia respecto de los casos de autoría y participación conjunta de civiles y militares. La norma propuesta mantiene la competencia del tribunal militar para juzgar no sólo al autor de un delito de jurisdicción militar, sino también a los demás responsables de él, sean civiles o militares, eliminándose la innecesaria referencia al fuero.


En segundo lugar, se establece una rebaja obligatoria de pena en un grado para los coautores o partícipes civiles de un delito de jurisdicción militar, cometido por un militar. La rebaja se aplica una vez que han operado todas las reglas de determinación de la pena y se haya llegado a la pena concreta, en cada caso. Esta es la cuarta excepción al principio general de exclusión de civiles de la competencia de los tribunales militares. Su fundamento radica en que, pese a que los coautores o partícipes civiles se ven arrastrados por el militar a los tribunales militares, se reconoce la diferencia en el disvalor de las conductas en examen, aplicando obligatoriamente una rebaja de pena.

En tercer término, se elimina la referencia a los delitos conexos, adecuando la legislación militar a las valoraciones del legislador común en el marco de la reforma procesal penal, al haberse derogado el concepto de delitos conexos en el Código Orgánico de Tribunales.

Finalmente, se dispone que la calificación por el Tribunal Militar como delito de competencia de la jurisdicción ordinaria de un hecho que se tenga como delito de competencia de la jurisdicción militar durante la tramitación del proceso, alterará la jurisdicción, debiendo el juez militar inhibirse de seguir instruyendo el caso y pasando éste al tribunal ordinario que corresponda.


Enseguida, el numeral 7) agrega a las normas del inciso primero del artículo 12, referido a la preferencia que sobre la justicia Ordinaria tiene la  Justicia Militar cuando requieran medidas o diligencias que se relacionen con el imputado o procesado y pueda crearse alguna interferencia o dificultad para la práctica de las mismas, una limitación desde el punto de vista de los tipos penales respecto a los que se pueda aplicar. Se detalla que dicha preferencia opera cuando se trate de ciertos delitos especialmente graves contemplados en algunas disposiciones del Libro Tercero del Código de Justicia Militar. Se trata de los delitos de los Títulos II, sobre traición, espionaje y demás delitos contra la soberanía y seguridad exterior del Estado; III sobre delitos contra el Derecho Internacional; IV sobre delitos contra la seguridad interior del Estado; párrafo 1 del Título V sobre sedición o motín; y los artículos 336, números 1° y 2°, 337, números 1° y 2°, 350 y 351. Todos estos tipos cautelan bienes jurídicos ligados a la soberanía nacional y a la seguridad exterior e interior del Estado y la estabilidad de sus instituciones políticas, por lo que se estima conveniente y necesario que estando involucrados militares en calidad de inculpados por alguno de estos delitos, y dada la gravedad que ello puede suponer para los mejores intereses del país y de las propias Fuerzas Armadas, se mantenga la preferencia que establece el  artículo 12.

A continuación, el Mensaje presenta las modificaciones que se introducen al Código de Justicia Militar en relación a la eliminación de la pena de muerte.


Explica que en la segunda parte del proyecto se elimina la pena de muerte del mencionado Código y, en consecuencia, del ordenamiento jurídico nacional. Respecto a la eliminación de la pena de muerte, el proyecto en cuestión crea una pena de presidio militar perpetuo calificado, con condiciones y exigencias simétricas a la común existente en el Código Penal.

Para ello, primero se procede a derogar la pena de muerte y sustituirla por esta nueva sanción, que replica las condiciones de aplicación del artículo 32 bis del Código Penal: que el régimen de cumplimiento es agravado frente al presidio perpetuo simple, exigiendo que para que proceda el beneficio de libertad condicional deben transcurrir al menos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Se excluye la posibilidad de beneficios penitenciarios y las salidas que puede hacer el reo se contemplan únicamente cuando el cónyuge, padres o hijos se encuentren en inminente riesgo de muerte o hubieren fallecido. Finalmente, se establecen requisitos adicionales tanto para el indulto como para las leyes de amnistía, extremando la excepcionalidad de este régimen de extinción de la responsabilidad penal.


La iniciativa, además, modifica otros cuerpos legales para asegurar la identidad normativa entre el presidio perpetuo calificado común y su símil militar. Respecto del Decreto Ley N°321, de 1925, que establece la libertad condicional para los condenados, se igualan las exigencias en el procedimiento de solicitud de libertad condicional respecto de ambas penas y, a su vez, se establece igualmente el control revisor de la Corte Suprema. Por lo mismo, en el Código Orgánico se ajustan las competencias de la máxima magistratura del país en orden a controlar la concesión de libertad condicional a los condenados a presidio militar perpetuo calificado. De esta forma, la inclusión de esta pena se hace homologando los efectos respecto de su equivalente común, difiriendo únicamente en cuanto a las penas militares accesorias y al lugar de cumplimiento de la pena.


Se señala que se ha preferido crear una pena militar especial para no alterar indebidamente el sistema de penas del Código de Justicia Militar. Lo que se pretende con el proyecto es la eliminación de la pena de muerte del ordenamiento jurídico nacional, ajustando el régimen penal castrense a dichas consideraciones sustantivas, pero en espera de una reforma sustantiva al mismo, que revise tanto las penas como la tipificación criminal de conductas de relevancia militar. En consecuencia, el proyecto intenta no ser intruso con la lógica del Código; empero, mantiene la vocación de ajuste del régimen punitivo militar a las consideraciones materiales de corrección de un Estado Social y Democrático de Derecho.


Con respecto a los tipos penales en los que se sustituye la pena de muerte, se recuerda que se pueden identificar dos clases: la figura penal general que establecía la pena de muerte y las figuras calificadas o agravadas.

En el primer grupo se encuentran algunos de los delitos de servicios, como el artículo 287 con la renuncia de marchar contra el enemigo o realizar servicio de guerra; o el artículo 288 que contempla figuras como desobedecer órdenes de conservar la posición o el jefe que procede a la rendición de puesto o fuerzas militares sin ejercer los medios de defensa necesarios. En estos casos, el tipo penal general contempla la pena de muerte que es sustituida por la de presidio militar perpetuo calificado.


En el segundo grupo, sin embargo, se encuentra la mayor cantidad de casos que contemplan la pena capital. Se trata de las figuras calificadas, donde la circunstancia calificante hace merecer la pena de muerte. En este caso se ubican los artículos 262 (promotores de incendio, destrucción o saqueo de inmuebles, desobedeciendo al superior), 270 (promotor de sublevación frente al enemigo extranjero), 272 (sedición), 303 (abandono del comando comprometiendo la seguridad del Estado), 327 (usurpación de funciones en tiempo de guerra), y 336 (dejar de cumplir órdenes o modificarlas frente al enemigo), entre otros delitos militares. La sustitución en este grupo operó de la misma forma, consolidando el presidio militar perpetuo calificado como la pena más alta del Código y aboliendo definitivamente la pena de muerte.


El proyecto contempla, además, otras disposiciones.


El artículo 2º, en su numeral 26, enmienda una omisión del legislador en el artículo 404 del Código, incorporando los nuevos tipos penales de los artículos 416 bis y 416 ter. Se busca homologar el régimen punitivo de la policía marítima al caso de Carabineros, incorporando los mismos tipos penales de maltrato de obra.


A su vez, el artículo 3º modifica en lo pertinente el Decreto Ley Nº 321, de 1925, homologando el presidio militar perpetuo calificado a su par común, en lo que respecta al régimen de libertad condicional, como se expresó anteriormente.


El artículo 4º dota de competencia al pleno de la Corte Suprema para conocer de las libertades condicionales en el caso del presidio militar perpetuo calificado.


El artículo 5º modifica el artículo 14 de la ley N° 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes, a fin de mantener la circunstancia agravante que allí se contempla, en relación al consumo de sustancias ilícitas en las situaciones y recintos militares que señala el nuevo artículo 5º del Código de Justicia Militar, propuesto en este Mensaje.


Finalmente, en cuanto a la entrada en vigor de esta ley, el artículo 6º fija un plazo de 60 días después de su publicación en el Diario Oficial. Además, se establece que esta ley regirá sólo para aquellas infracciones cometidas a partir de dicha fecha y no se alterará la jurisdicción ni la competencia sobre las causas en curso radicadas en los tribunales militares.

2) Opinión de la Corte Suprema




Por considerarlas de especial interés, se transcriben en este informe las conclusiones a que llegó la Corte Suprema al ser consultada con respecto a esta iniciativa.




Éstas son las siguientes:




“III. Conclusiones:




1) Es menester expresar que de acuerdo a las modificaciones propuestas, los Tribunales Militares, por regla general, sólo ejercerán jurisdicción sobre militares para juzgar asuntos de la jurisdicción militar. Ahora bien, en principio, estos Tribunales no tendrán competencia para juzgar a civiles, excepto en los delitos de maltrato de obra a carabineros establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar. Cabe tener presente que con la modificación propuesta al artículo 404, se hacen aplicables a la autoridad marítima y su personal los artículos 416 bis y 416 ter, referidos al maltrato de obra a carabineros. Lo mismo ocurre respecto de las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico; en los casos en que civiles presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente, los que, de acuerdo al nuevo artículo 6°, para los efectos del Código de Justicia Militar se considerarán militares, y respecto a los coautores o partícipes civiles de un delito cometido por un militar, los que tendrán una rebaja obligatoria de pena en un grado, una vez que se haya determinado la pena concreta para cada caso, de acuerdo a lo dispuesto en el nuevo artículo 11.





Excepcionalmente, se otorga competencia a los Tribunales Militares para conocer delitos comunes cometidos por militares en los casos contemplados en los numerales 3 y 4 del nuevo artículo 5°. Esto es: a) en causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra, y b) en causas por delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio o en recintos militares.





2) Por otra parte, la eliminación de la pena de muerte del articulado del Código de Justicia Militar parece razonable y es acorde con lo dispuesto en tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, como la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, y con la ley N° 19.734, que modificó el Código Penal y las principales leyes que consagraban este tipo de pena en nuestro ordenamiento jurídico.




3) La creación de la pena de presidio militar perpetuo calificado, en reemplazo de la pena de muerte, cuyas condiciones de aplicación se homologan a las del presidio perpetuo calificado del artículo 32 bis del Código Penal, parece igualmente razonable y no merece objeciones.





4) Finalmente, se estima conveniente señalar que de acuerdo a la redacción del artículo 11 del Código de Justicia Militar, propuesta por el presente proyecto, no existe la disconformidad que esta Corte advirtió anteriormente, respecto del artículo 169 del Código Orgánico de Tribunales.





Por lo tanto, en razón de lo expuesto, esta Corte estima la conveniencia del proyecto de ley sometido a su opinión.





Sin perjuicio de lo señalado, este Tribunal considera que los civiles imputados de maltrato a Carabineros deben quedar excluidos de la justicia militar, toda vez que tales tribunales son de “fuero” y por tanto deben servir precisamente a las personas que gozan de tal categoría, es decir, a militares.




Asimismo, esta Corte Suprema se hace el deber de señalar que el proyecto no distingue ni hace excepción respecto de los menores adolescentes que sean imputados por delitos de competencia de los tribunales militares, los cuales debieran ser siempre juzgados por los tribunales ordinarios, todo ello según la Ley de Responsabilidad Penal de los Adolescentes, la cual fue dictada para dar cumplimiento a normas internacionales y tratados ratificados por Chile.




Finalmente, y tal como se ha hecho presente en oportunidades anteriores, al aumentar la competencia de los tribunales ordinarios, se deberán adoptar las medidas tendientes a proveer de los recursos necesarios que financien su actividad.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, puso en discusión en general el proyecto.

En primer término, usó de la palabra el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García.




Explicó que la iniciativa enviada por el Ejecutivo busca adecuar ciertas materias del Código de Justicia Militar a diversos estándares exigidos en el Derecho Moderno. En primer lugar, se encuentra el estándar del Estado Democrático de Derecho que, desde las bases de la institucionalidad, concibe un Estado al servicio de la persona humana y respetuoso de los derechos fundamentales de la misma.




En segundo término, está el estándar del Derecho Internacional de los Derecho Humanos, en cuanto a las exigencias del debido proceso, el tratamiento de prisioneros de guerra y diversas disposiciones del Derecho Humanitario.




En un tercer punto, debe considerarse el estándar concreto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que obliga directamente a raíz de los casos Palamara Iribarne y Almonacid Arellano contra el Estado de Chile, a restringir la competencia de los tribunales militares en tiempo de paz.




Finalmente, existe un último estándar que surge de las decisiones del Tribunal Constitucional chileno, respecto de la inaplicabilidad del delito de incumplimiento de deberes militares, con efectos relativos, en la reciente sentencia de Rol N° 781–2007.





En estas circunstancias, señaló que se formó una comisión de estudios integrada por expertos, tanto civiles como militares, con la misión de proponer diversos proyectos de ley por etapas, para así lograr una reforma integral del Código de Justicia Militar de manera práctica y realista.




Expresó que dado que resulta políticamente inviable obtener una completa reforma a la Justicia Militar en el marco de un único proyecto de ley dentro de plazos razonables y, más aun, que intentar un proceso integral de reforma podría resultar contraproducente y terminar minando cualquier iniciativa al respecto, se hizo aconsejable plantear una estrategia legislativa en etapas. De este modo, cada una de las etapas resultará en un proyecto de ley de reforma parcial de la justicia militar, los que, en conjunto, constituirán un proceso de cambios que acabará en el lapso de un par de años con un sistema radicalmente nuevo en Chile.




Indicó que por todo lo anterior, es imperativo enfrentar la reforma de la Justicia Militar con decisión y prudencia a la vez. Con decisión para ir resolviendo a la brevedad posible las situaciones más urgentes por su incompatibilidad con el Estado de Derecho vigente en Chile y con los estándares internacionales sobre la materia, y con prudencia, a fin de asegurar una reforma integral de alta calidad dentro de un tiempo razonable y con el mayor respaldo político e institucional posible.




Sostuvo que el primer desafío que emprende este proyecto es acceder al estándar básico que se deriva de lo ya dicho, y cumplir con obligaciones internacionales de la Corte. Esto se traduce en dos líneas centrales: la reducción de la competencia de los tribunales militares y la eliminación de pena de muerte, procurando el efecto de abolirla del ordenamiento jurídico chileno en razón de lo dispuesto en el artículo 4° de la Convención Americana de Derechos Humanos.




Esta etapa, acotó, ya cuenta con el informe favorable de la Corte Suprema en todo lo pertinente a la competencia y organización de los tribunales militares, estimándose, además, valiosa la eliminación definitiva de la pena de muerte en nuestro ordenamiento jurídico.





El señor García se refirió, enseguida, a las etapas de esta reforma.





Dijo que luego de consignar la primera etapa de reforma -contenida en el proyecto de ley en estudio-, la estrategia del Ejecutivo plantea continuar con las siguientes:





La segunda etapa se refiere a la adecuación del derecho interno a normas y obligaciones internacionales (armamento prohibido, delitos de lesa humanidad, normativa de derecho internacional humanitario, prisioneros de guerra, regulación de  mercenarios, etc.). La tercera etapa, a su vez, versará sobre la reforma procesal militar, procurando el establecimiento del debido proceso (desde la integración de los tribunales militares hasta el procedimiento mismo).




Luego, la cuarta etapa reformará el derecho penal sustantivo, con la consiguiente actualización de los tipos penales militares (según la moderna distinción de Derecho a la guerra, durante a la guerra y post guerra).





Por otra parte, expresó que para asegurar óptimos resultados técnicos y políticos en esta materia y para facilitar la coordinación de los distintos sectores involucrados, fue aconsejable establecer en un acto administrativo paralelo al envío del proyecto de ley inicial, una Comisión de Reforma de la Justicia Militar que estudiará de aquí a finales del 2008 las sucesivas propuestas de reforma de la Justicia Militar a ser enviadas al Congreso Nacional durante el próximo año. La Comisión velará por el resultado armónico de una reforma integral en etapas sucesivas al Código de Justicia Militar y demás leyes conexas.




Informó que esta Comisión estará formada por representantes de los Ministerios de Justicia, Interior, Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, procurando abarcar las diversas áreas de gravitación de la justicia militar. De esta forma, los expertos procurarán adecuar las normas del derecho interno a las exigencias internacionales y sistematizar la reforma de manera tal que no haya contradicciones entre los diversos proyectos de ley.





Antes de analizar el contenido del proyecto, el señor García consideró pertinente efectuar algunas consideraciones previas.




Observó que el proyecto en cuestión recoge una clara tendencia nacional en la materia, que va desde las denominadas Leyes Cumplido -donde se limitó la competencia de los tribunales militares para casos de la Ley de Delitos Terroristas-, hasta las recientes leyes de desacato y de reclutamiento y movilización. Además, es afín a una tendencia comparada de reducción  y limitación de la competencia de los tribunales militares. Como señala el Mensaje del Ejecutivo, dijo, en el Derecho Comparado conviven tres modelos de justicia militar: uno ampliado, como es el caso actual de Chile y Bolivia o de la España franquista, donde los tribunales militares pueden juzgar en numerosos casos a civiles; uno restringido, que reconoce la jurisdicción militar pero que la circunscribe a una competencia funcional, es decir, estrictamente vinculada a asuntos militares, y un modelo de conocimiento de competencia ordinaria, donde las situaciones particulares se regulan en el Derecho Penal sustantivo, mediante agravantes y atenuantes especiales, pero radicado en los tribunales ordinarios.




Consideró que en nuestro caso, en consonancia con la tradición histórica del país y por razones de coherencia legislativa, es conveniente procurar una jurisdicción militar acotada, que permita juzgar a militares por delitos militares y que no involucre a civiles en estas materias.





Enseguida, el señor García explicó el contenido del proyecto.




Como primera regla general, la competencia de los tribunales militares se limita al juzgamiento de militares que hayan cometido delitos militares propiamente tales, excluyendo a los civiles. Se restringe el concepto de delito militar a una noción estrictamente formal, siendo considerado como tal aquél establecido únicamente en el Código de Justicia Militar.




A esta regla general se fijan sólo cuatro excepciones de derecho estricto: 1) los delitos de maltrato de obra (artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar); 2) delitos del Código Aeronáutico (artículo 5 N° 6 del mismo Código); 3) coparticipación o coautoría en delitos militares (que se justifica por el principio de unidad de jurisdicción y que se morigera por una reducción obligatoria de la pena, artículo 11 del señalado Código) y 4) civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente (artículo 11 del mismo cuerpo legal).





La segunda regla general es la territorialidad de la competencia. Se restringe la extraterritorialidad de la jurisdicción militar, sobre la base de distinguir entre cumplimiento de una orden o en acto de servicio. Ello se aleja de la amplísima  regla anterior, donde se utilizaba el criterio de ejercicio de funciones o en comisión de servicio. Además de ello, se cubren las hipótesis de militares chilenos en situación de una operación de paz, en la cual, de acontecer algún tipo de delitos, son trasladados y juzgados en Chile. Respecto de los militares extranjeros en Chile, algunos de ellos gozan de inmunidades de jurisdicción en razón del Derecho Internacional (en su condición de diplomáticos y representantes de sus Estados ante el país) y otros se ven cubiertos por nuestra jurisdicción militar en virtud de lo dispuesto en el artículo 6° del Código de Justicia Militar, cuando están afectos al tratamiento de prisioneros de guerra. Recordó que esta misma Cámara tramita un proyecto de ley que regula materias relativas a inmunidades de jurisdicción, privilegios y derechos del personal militar extranjero en Chile (Boletín Nº 4.859-10).




Señaló que la tercera regla general es que los delitos comunes cometidos por militares son juzgados por los tribunales ordinarios. Esta regla pretende la reducción de la justicia militar a las hipótesis estrictamente funcionales y circunscritas a la labor militar. En razón de este fundamento es que se entienden sus excepciones.




En cuanto a las excepciones,  los tribunales militares pueden juzgar delitos comunes cometidos por militares cuando 1) se encuentra en estado de guerra, frente al enemigo o en campaña; 2) aquellos cometidos en cumplimiento de una orden o en acto de servicio, y 3) aquellos cometidos en un recinto militar. En este último caso se restringe y actualiza la noción de “recinto”.





Refiriéndose a la supresión de la pena de muerte, explicó que la iniciativa busca profundizar una tendencia nacional y mundial en torno a la abolición de la pena capital en los ordenamientos jurídicos. Un Estado Democrático de Derecho, dijo, es respetuoso de la dignidad de los integrantes de su comunidad y, por lo tanto, se considera ontológicamente al hombre como un fin en sí mismo y no un medio para la consecución de fines de prevención general.




Explicó que para fundamentar un Derecho Penal legítimo dentro del Estado moderno, se ha entendido que una condición necesaria radica en la no instrumentalización de los destinatarios de las normas y, en último término, en su preservación y en su no aniquilación. El Derecho, en consecuencia, no puede afectar la  esencia del derecho a la vida y debe ser respetuoso de la centralidad del ser humano como sujeto de derechos y no como objeto del mismo.





Al respecto, agregó que se podría presentar la duda acerca de si con la derogación de la pena de muerte en el Código de Justicia Militar opera el efecto de la abolición de la misma en el ordenamiento respectivo, según lo dispuesto en el artículo 4 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Para esto, señaló que hay que tener presente la discusión comparada y, específicamente, el caso español, donde la Constitución consigna la posibilidad de imponer la pena capital mientras ésta fue derogada en el año 1995. Para los españoles no hay duda de que la pena de muerte se encuentra abolida, pese a que la Constitución aún mantiene la posibilidad de implementación, puesto que una vez derogada plenamente en sus disposiciones legales, ésta es eliminada por completo del ordenamiento en cuestión, coherentemente con una interpretación pro libertatis de las reglas constitucionales.




Sostuvo que, además, debe tenerse presente la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos recaída en el caso Mc Cann y otros vs. Reino Unido (serie A 324, de 27 de septiembre de 1995), donde el Tribunal estimó que había una vulneración del artículo 2 de la Convención Europea, que protegía el derecho a la vida, en la aplicación de la pena de muerte.




Finalmente, señaló que este esfuerzo se ubica dentro de otros del mismo Ejecutivo, como la aprobación del Protocolo de la Convención Americana de Derechos Humanos, relativo a la abolición de la pena de muerte (contenido en el Boletín Nº 4.733-10).





Refiriéndose a los efectos jurídicos de la supreción de la pena de muerte, expresó que esta tendencia mundial también genera efectos jurídicos a nivel interno pues opera lo prescrito en el artículo 4° de la Convención Americana de Derechos Humanos, que dispone, en lo pertinente, que los países que la han abolido no podrán restablecerla en caso alguno. Por lo tanto, el sistema jurídico de penas se clausura en torno a las posibilidades de sanciones punitivas, excluyendo la alternativa de privar la vida de una persona humana en razón de un tipo penal.





Explicó que el contenido del proyecto, en esta parte, propone la sustitución de la pena de muerte por presidio militar perpetuo calificado, que es del todo equivalente al presidio perpetuo calificado como pena común. En el proyecto de ley se establece que esta pena se rige por lo dispuesto en el artículo 32 bis del Código Penal y que le son aplicables las normas pertinentes del régimen de libertad condicional para este tipo de condenados.  Hay, en consecuencia, una plena homologación entre la pena militar y la pena común.




Enseguida, informó que el proyecto sustituye la pena de muerte en veinte delitos. Además de lo anterior, se propone la eliminación de la ejecución sumaria en circunstancias extremas (contemplada en el artículo 287). Esta situación se considera prevista por las reglas generales de imputación de responsabilidad penal, es decir, puede ser subsumida en alguna causal de justificación, como es el cumplimiento de un deber o la legítima defensa -tanto propia como de terceros- o, finalmente, vía culpabilidad, dada la inexigibilidad de una conducta ajustada a Derecho.





Por otra parte, el proyecto propone modificar el Decreto Ley N° 321 sobre libertad condicional, a fin de hacer aplicable a la pena de presidio militar perpetuo calificado lo relativo a la concesión o revocación de este beneficio. Esto tiene el fin de homologación del régimen de la pena militar con la pena común.





Además, se introduce una modificación al número 7 del artículo 96 del Código Orgánico de Tribunales, que otorga al Pleno de la Corte Suprema la facultad de conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional en los casos en que se hubiere impuesto la pena de presidio militar perpetuo calificado. Esto, igualmente, busca la homologación del régimen de la pena militar con la pena común.





Asimismo, se introduce una enmienda a la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y otras sustancias sicotrópicas.




La idea, dijo, es ajustar esta ley de manera de hacer operativa la agravante que consigna en su artículo 14, adecuando la noción de recinto militar, modificada en el artículo 5° del Código de Justicia Militar.





Finalmente, informó que el proyecto propone una entrada en vigencia diferida de 60 días, contados desde la publicación de la ley. Ésta, además, sólo rige para el futuro y no se altera la jurisdicción y competencia en curso de las causas actuales, quedando radicada en los tribunales ya declarados como competentes para conocer del asunto.


Enseguida hizo uso de la palabra el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab.




Hizo presente, en primer término, que el proyecto contempla una reducción de la competencia de los Tribunales Militares y por, otra parte, la derogación de la pena de muerte, creando el presidio militar perpetuo calificado. Consecuentemente, dijo, subsisten el procedimiento y los delitos militares establecidos en el Código del ramo, cuyas modificaciones serán objeto de una futura iniciativa en el año 2008.





Hizo notar que, en general, el proyecto excluye de la jurisdicción militar a los civiles, manteniendo competencia de manera excepcional sólo respecto de aquellos que incurran en delitos de homicidio y maltrato a Carabineros, de los delitos del Código Aeronáutico, del delito previsto para reservistas contemplado en el artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306 y de aquellos cometidos en naves militares o aeronaves en vuelo.





En lo relativo al personal militar, se mantiene la competencia respecto de los delitos militares, como, asimismo, respecto de los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de guerra cuando se perpetran en presencia del enemigo o en campaña y también respecto de aquéllos cometidos en tiempo de paz o de guerra, cuando se perpetran en cumplimiento de una orden, en acto de servicio o en el interior de un recinto militar. Se excluyen los delitos cometidos por militares con ocasión del servicio.





A continuación, el señor Auditor exhibió a la Comisión los siguientes antecedentes:
Evolución de la competencia en materias de justicia militar

	1926-1973


	D.L. Nº 650
	26 septiembre 1932
	Incorporación al Código de Justicia Militar del Título que consagra los delitos de maltrato de obra a carabineros de servicio.

	D.F.L. Nº 221
	30 mayo 1931
	Entrega a la Justicia Militar el conocimiento de los delitos previstos en el Código Aeronáutico.

	Ley Nº 11.170
	12 junio 1953
	Otorga a la Justicia Militar el conocimiento de los delitos establecidos en la Ley de Reclutamiento.

	Ley Nº 12.921
	06 agosto 1958
	Permite el juzgamiento de civiles cuando los delitos de la Seguridad del Estado se cometen conjuntamente con militares.

	Ley Nº 17.798
	21 octubre 1972
	Otorga competencia en materia de control de armas a los Tribunales Militares.


	1974-1989


	Decreto Ley Nº 77
	03 octubre 1973
	Entrega la persecución a los Tribunales Militares de los ilícitos que se produzcan como consecuencia de la disolución de los partidos políticos (Derogado en 1990).

	Decreto Ley Nº 604
	10 agosto 1974
	Prohibición de ingreso al territorio de la República (Derogado en 1990).

	Decreto Ley Nº 2.306
	12 septiembre 1978
	Otorga competencia a la Justicia Militar para conocimiento de los delitos de reclutamiento, reemplazando la Ley Nº 11.170.

	Ley Nº  18.314
	17 mayo 1984
	Determina las conductas terroristas y su penalidad, otorgando competencia a los Tribunales Militares (Modificada por las Leyes Cumplido).


	1990-2005


	Ley Nº 19.029
	23 enero 1991
	Modifica penalidad. Elimina pena de muerte en tiempo de paz.

	Ley Nº 19.047
	14 febrero 1991
	Excluye de la Justicia Militar la competencia sobre delitos terroristas, ofensas a Carabineros, porte ilegal de arma convencional y amenazas e ingreso clandestino.

	Ley Nº 20.000
	26 febrero 2005
	Elimina el delito de consumo y porte de drogas en recintos militares.

	Ley Nº 20.014
	13 mayo 2005
	Disminuye competencia control de armas.

	Ley Nº 20.045
	10 septiembre 2005
	Traspasa competencia en materia de reclutamiento y movilización.

	Ley Nº 20.064
	29 septiembre 2005
	Incorpora el delito de homicidio de Carabinero en servicio, deroga el atentado a Carabinero en servicio y aumenta las penas en el maltrato de obra a Carabineros.






En síntesis, señaló que la Justicia Militar, a partir de 1990, ha sido reiteradamente modificada para disminuir su competencia, manteniéndola respecto de civiles sólo en casos excepcionales.




En consecuencia, concordó con el proyecto de ley en estudio, en el sentido de mantener excepcionalmente un juzgamiento de civiles en la justicia militar, sin perjuicio de la necesidad adicional de modificar aspectos de procedimiento, así como materias referentes a órganos y tipos penales, lo que resulta imprescindible para adecuarse a los estándares internacionales y constitucionales y a la Reforma Procesal Penal.

El Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda, coincidió con los criterios anteriormente expuestos. Hizo notar que el Mensaje es producto de un trabajo en que participaron activamente los Auditores Generales de las distintas Ramas de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.


En consecuencia, sus contenidos y propósitos son compartidos por todas estas autoridades.


Señaló, además, que concordaba con el propósito de resolver los dos aspectos centrales que aborda esta iniciativa, entendiendo que es el primer paso de un proceso de modernización de la Justicia Militar, que implicará la tramitación sucesiva de nuevos proyectos.




El Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, hizo suyo lo expresado por quienes lo antecedieron en el uso de la palabra.




Precisó que el trabajo conjunto de los Auditores comenzó hace varios años, con anterioridad a la sentencia del caso Palamara, y que tuvo origen en la iniciativa del entonces Ministro de Defensa Nacional señor Mario Fernández, en orden a adecuar la Justicia Militar al espíritu de la Reforma Procesal Penal.




El Auditor General de Carabineros, General (J) señor Ismael Verdugo, recordó que al inicio del trabajo conjunto ya referido se manifestó la preocupación por la posibilidad de que la Justicia Militar nunca pudiera juzgar a civiles. Sin embargo, los estudios posteriores justificaron la inclusión en esa jurisdicción especial de ciertos delitos cometidos por civiles, como es el caso de aquellos contemplados en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código del ramo, lo que se estima muy satisfactorio por la institución que representa.

Enseguida, la Comisión escuchó la opinión del Profesor señor Jaime Couso.




El mencionado académico comenzó su exposición formulando algunas consideraciones generales en relación a las necesidades de reforma de la Justicia Militar.




Al respecto, hizo referencia a algunas publicaciones recientes de su autoría y de la de otros especialistas, en el marco de un Proyecto de Investigación sobre la Justicia Militar dirigido por el profesor señor Jorge Mera en la Universidad Diego Portales. Informó que en ellas se desarrolla latamente un estudio de los problemas y soluciones que debería considerar una reforma integral de la Justicia Militar.




Hizo presente que del resultado de esa investigación, se pueden destacar los siguientes puntos:




- La Justicia Militar, como justicia de fuero, ha definido su amplia competencia y ha mantenido su dependencia de las instituciones armadas y del Poder Ejecutivo, para asegurar que la decisión de las causas sometidas a su conocimiento expresen los intereses de las referidas instituciones, especialmente en épocas de conflicto importantes de la sociedad civil. Se ha hecho notar que tras 17 años de democracia, es fundamental reformarla, exigencia que también ha planteado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el fallo Palamara.




- En segundo término, señaló que cabe formularse dos interrogantes: ¿bajo qué condiciones se justifica una justicia militar? y ¿con qué finalidad? Estas preguntas, dijo, son pertinentes, considerando que otros países incluso no cuentan con una justicia militar para los tiempos de paz y juzgan los delitos militares ante la justicia ordinaria. Es el caso de como Alemania. En Chile, si se ha de mantener la justicia militar, ello sólo se justifica bajo las siguientes condiciones:




1) Que la Justicia Militar se judicialice, esto es, que se reforme para garantizar la imparcialidad de sus jueces (es decir, que no se identifiquen con una de las partes) y su independencia externa (vale decir, que dejen de ser militares en servicio activo, con rango, etc., y que pasen a ser jueces profesionales letrados, integrados al Poder Judicial, inamovibles, sin dependencia de las instituciones armadas ni del Poder Ejecutivo, ni vínculo alguno con la carrera militar);




2) Que se apliquen a ella los estándares procesales propios del debido proceso penal, y




3) Que se concentre en el conocimiento de las pocas materias que por su complejidad técnica (y no por su interés para la “sensibilidad militar”) podrían justificar la existencia de jueces expertos en el juzgamiento del injusto penal militar. Estos son delitos estrictamente militares cometidos por militares, es decir, sólo aquellos delitos en los cuales se ha infringido el deber militar, produciéndose, en su caso, la lesión de un bien jurídico militar, esto es, la afectación de la eficacia de las Fuerzas Armadas como organismos de combate para la protección de la seguridad exterior del Estado. No se trataría de jueces especiales militares, sino “especializados”, como lo podrían ser los jueces que deben conocer de otras materias complejas, como son las tributarias, las penales juveniles, etc.





Enseguida, el profesor Couso abordó la iniciativa en estudio.





Desde el punto de vista de la competencia material de la Justicia Militar, opinó que, al reducirla, el proyecto parece ir en la dirección correcta. Sin embargo, dijo, ubica sus objetivos muy por debajo de los motivos que hacen de esta reforma una medida urgente, que derivan de la necesidad de dar cumplimiento a las exigencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En efecto, deja un enorme campo de delitos comunes cometidos por militares bajo la jurisdicción militar y mantiene incluso algunos delitos cometidos por civiles, que es precisamente lo que la mencionada Corte exigió a Chile modificar.




Señaló que la explicación ofrecida por la exposición de motivos del Mensaje alude a la posibilidad –y a la necesidad, dictada por la prudencia- de distinguir entre lo que es urgente de reformar por su contraposición a la Constitución, y lo que conviene dejar para el año 2008, después que una comisión creada al efecto desarrolle mejor los contenidos de una reforma integral.




Señaló que tras haber examinado el proyecto y consultado la sentencia de la ya citada Corte que condena a Chile en el caso Palamara, en su opinión, el Mensaje, pese a significar importantes avances parciales -que al señor Palamara le habrían sustraído de la Justicia Militar-, incurre en omisiones e incluso en un retroceso puntual, que no corresponden realmente a lo que podría dejarse para una reforma más detenida, sino que recaen en elementos mínimos para adecuar nuestra legislación a los estándares del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.





El profesor Couso pasó a describir las medidas adoptadas por el proyecto en materia de competencia de la Justicia Militar.




- Por una parte, se elimina ampliamente la competencia de la Justicia Militar sobre imputados civiles por delitos del Código de Justicia Militar;





- Enseguida, por interpretación sistemática o por derogación tácita, se elimina también la competencia de la Justicia Militar por delitos contemplados en leyes penales especiales, como la Ley de Control de Armas, respecto de aquellos delitos que aún son de competencia de la Justicia Militar, como el porte de armas automáticas;




- Sin embargo, por excepción, se mantiene expresamente la competencia de la Justicia Militar para juzgar a civiles por maltrato de obra y atentados en contra de carabineros (artículos 416, 416 bis y 416 ter), y




- Se agrega ahora al campo de la jurisdicción militar el delito de amenazas o injurias a carabineros, que había sido excluido de la Justicia Militar por las Leyes Cumplido.




Es relación a estas últimas proposiciones, manifestó que dicha competencia, que no se justifica sino como un guiño a una justicia de fuero contraria a la igualdad ante la ley y al “derecho al tribunal competente” –según la referida Corte-, no se encontró en ninguno de los cinco países tenidos en cuenta en el estudio comparado realizado, que son Argentina, Uruguay, España, Italia y Alemania. De hecho, tampoco se encuentra en otros países latinoamericanos a los que se refiere el trabajo de la profesora María Inés Horvitz, ni en el caso de Cuba, cuya justicia militar tiene amplia competencia, pero no llega a incluir un caso como éste.




Expresó que si con estas medidas se quiere expresar una especial reprobación de los asesinatos de carabineros en lugar de la necesidad de un juzgamiento técnico de las complejidades de ciertos injustos penales militares, que no lo hay en esos delitos, se trata de un precedente que demandaría en el futuro medidas insostenibles, como son tribunales de mujeres para juzgar femicidios o de indígenas para juzgar atentados discriminatorios en su contra. De hecho, agregó, los miembros de las demás ramas de las Fuerzas Armadas podrían ver como discriminatorio que ahora, con este proyecto, se desmilitaricen los maltratos de obra y otros atentados en su contra, cometidos por civiles -hoy, delitos militares-, y que no se restablezca la competencia de la Justicia Militar, eliminada por las Leyes Cumplido, para las amenazas e injurias a sus ramas e integrantes (artículo 284 del Código del ramo), cometidas por civiles.




Sostuvo que si el legislador considera más graves los homicidios o las lesiones cometidas en contra de carabineros, el camino sería expresarlo en el marco penal, agravándolos, pero no, según su parecer, asegurando a la víctima que los imputados serán juzgados por miembros de las filas de su propia institución.





Por otra parte, hizo notar que la iniciativa mantiene competencia combinada rationae persona y rationae loci. Con ello, conserva dentro de la Justicia Militar casos como los apremios ilegítimos en contra de civiles y cualquier delito común cometido por carabineros o por militares, aún si no hay orden ni acto de servicio (puso como ejemplo un parricidio), si ello ocurre en recintos militares o policiales (artículos 435 y 405 del Código de Justicia Militar, que determinan un concepto amplio de recinto militar, abarcando a los recintos policiales). Ello, a pesar de que el Mensaje aparentemente pretendió omitir a los recintos policiales en el artículo 5°, número 4.





Enseguida, se refirió a la restricción de la competencia extraterritorial. Hizo presente que en esta materia, las restricciones impuestas por la nueva redacción del numeral 2° del artículo 3° parecen razonables. Sin embargo, no se entiende la frase “sin perjuicio de las excepciones establecidas en este Código” al final del nuevo inciso primero de este precepto, las que no se pueden referir a las materias que el artículo 5° deja fuera, pues precisamente ellas no son asuntos “de la jurisdicción militar”, sino como una tautología.





En cuanto a la eliminación de la pena de muerte, informó que compartía en lo fundamental el objetivo y los fundamentos esgrimidos por la exposición de motivos del Mensaje.




En relación a la rebaja de un grado a los co-partícipes civiles juzgados junto a los militares, manifestó que esta idea sólo se entiende como forma de atenuar los efectos no deseados de la decisión de mantener una extendida competencia de los Tribunales Militares sobre los civiles. Sin embargo, consideró que ella introduce distorsiones, sobre todo respecto de los delitos comunes cometidos conjuntamente por militares y civiles, sujetos a la jurisdicción militar. En ellos, el civil podría resultar privilegiado con una pena inferior a la del delito común que le correspondería de acuerdo con la legislación penal común, creando problemas adicionales para resolver los eventuales concursos de leyes.





Es cierto, dijo, que, por principio, se justifica un tratamiento privilegiado del civil copartícipe cuando es imputado por un delito militar, pues este delito sanciona en parte la infracción de un deber militar, en la que el civil obviamente no puede incurrir. Opinó que el tratamiento doctrinal de los delitos especiales impropios es suficiente para tales casos y que tal vez convendría resolver sólo el caso de los delitos especiales propios (por ejemplo, permitiendo “comunicar” la calidad de militar al partícipe civil, pero con la rebaja de pena propuesta).





Pero la rebaja mecánica de un grado, tanto para los delitos comunes como para los delitos especiales impropios, prosiguió diciendo, no se justifica. Así, por ejemplo, el civil coautor de violencias innecesarias con resultado de muerte, en que las lesiones dolosas alcancen el resultado del artículo 397, número 1° del Código Penal, en la jurisdicción ordinaria podría ser imputado, por un homicidio preterintencional, con una pena de presidio mayor en su grado mínimo, mientras que como copartícipe del delito militar, con una rebaja de un grado, podría ser sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.





Hizo presente que el problema de fondo radica en que también falta una revisión de los tipos penales del Código de Justicia Militar para deslindar con claridad cuáles merecen una mayor pena –como delitos especiales impropios-, por existir en ellos una infracción del deber militar junto con la afectación del bien jurídico respectivo, y cuáles, en cambio, son simplemente delitos comunes. Informó que ese trabajo ya fue iniciado por la doctrina nacional hace bastante tiempo.





Finalmente, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Alvear, el profesor Couso explicó que la doctrina nacional ha alcanzado algunos consensos en materia de Justicia Militar, fundamentalmente en cuanto a la necesaria modernización orgánica y procesal que debe experimentar; a la concentración de estos Tribunales en delitos militares cometidos por militares y en lo relativo a la desvinculación de la Justicia Militar respecto de las instituciones armadas.





A continuación, la Comisión escuchó las opiniones del Profesor señor Juan Domingo Acosta.




En relación a las modificaciones que la iniciativa introduce en materia de competencia de los Tribunales Militares, hizo presente que su objetivo es reducir la jurisdicción y competencia de los éstos, limitándola a los delitos del Código de Justicia Militar que son cometidos por militares. Para estos efectos, se reemplaza el artículo 3º de dicho Código, manteniéndose la distinción entre los asuntos que sobrevengan dentro del territorio nacional y ciertos hechos que ocurran en el extranjero.




Así, en el inciso primero se reemplaza la expresión “jurisdicción sobre los chilenos y extranjeros” por “jurisdicción sobre los militares”, asentando la idea de que las potestades de los Tribunales Militares se ejercen sólo sobre los militares y no sobre otras personas.





Señaló que esta modificación le parecía adecuada toda vez que los Tribunales Militares son especiales y que resulta lógico que la jurisdicción que ejercen se debe extender sólo a los militares. Por consiguiente, quienes no revisten esa calidad, quedan sujetos a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios, que debe ser la regla general en esta materia.





Con todo, indicó que el inciso primero del nuevo artículo 3º, que debe entenderse reproducido en el inciso 2º (“los mismos asuntos”), deja a salvo las excepciones que se establezcan en el mismo Código de Justicia Militar.





Por lo tanto, puntualizó que las excepciones son sólo las que establezca el Código de Justicia Militar y no leyes especiales, salvo una posterior que modifique o derogue tácitamente esta norma.





Puso de manifiesto que el número 5 del artículo 5º focaliza la competencia de los Tribunales Militares a un delito cometido por reservistas. Esta norma alude a las causas por el delito del artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, cuerpo legal este último, que establece normas sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas.




Luego, señaló que respecto de los asuntos que sobrevengan fuera del territorio chileno (artículo 3º, inciso segundo), el proyecto también restringe la jurisdicción de Tribunales Militares. Si bien en el número 1° se mantiene el texto actualmente vigente, en el número 2° hay una modificación, que, según entiende, tiene por finalidad circunscribir o restringir las potestades de los Tribunales Militares por hechos acaecidos fuera del territorio nacional a los actos propios de la actividad militar. En el número 3° también existe un cambio, pues el texto actual alude a delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior “contemplados en este Código”, expresión cuya supresión tiene como fundamento el hecho de que en este numeral se fusionan los actuales números 3º y 4º. Este número 4° se elimina.




Enseguida, se refirió a la modificación del artículo 5°.




Señaló que en lo que dice relación con el encabezado del artículo, le parece más adecuado el texto propuesto por el proyecto, pues precisa que se trata de la competencia de los Tribunales Militares 





En el número 1º, en primer lugar se modifica el concepto de “delitos militares”. En el texto vigente son los delitos establecidos en el Código de Justicia Militar, sean cometidos por civiles o militares, salvo el caso del delito del artículo 417 cometido por civiles (amenazas a funcionarios de Carabineros). En el proyecto se restringe únicamente a los delitos establecidos en el Código de Justicia Militar cometidos por militares.





Luego, la iniciativa elimina la referencia a “las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares”, aún cuando una ley especial podría otorgar competencia para conocer de ciertos delitos a los Tribunales Militares.





Destacó que, además, las infracciones al Código Aeronáutico se desplazan al número 6º, declarándose que son competentes para conocerlas los Tribunales Militares, sean cometidas por civiles o militares. A su vez, las infracciones al Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización, se desplazan al número 5º, pero limitándose al delito del artículo 75. Por otra parte, se elimina la referencia a las infracciones a la ley Nº 18.953, sobre Movilización.





Enseguida, el proyecto crea un nuevo párrafo segundo en el número 1° y somete al conocimiento de los Tribunales Militares los delitos de los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar, “en todos los casos”, lo que, dijo, significa que el sujeto activo no es relevante.




Observó que en el caso del tipo del artículo 417 (amenazas a un funcionario de Carabineros) cometido por civiles, se produce una ampliación de la competencia de los Tribunales Militares en relación al texto actual. Sobre el particular, comentó que mantener e incluso ampliar la competencia de los Tribunales Militares para conocer de estos delitos incluso cuando los cometen civiles, no puede justificarse en el principio de especialidad que inspira al proyecto. Sostuvo que puede haber otras razones de política criminal, pero es evidente que este punto se aparta del sentido de la reforma que se pretende implementar.





A continuación, señaló que en el número 3º se introducen modificaciones relevantes. En esta norma se comprenden los delitos comunes cometidos por militares, restringiéndose de manera importante la competencia de los Tribunales Militares a los casos en que éstos se hallen frente al enemigo o en campaña y en el estado de guerra.





Luego, indicó que se reemplaza el texto del actual artículo 6º y se deroga el artículo 7º. Opinó que el proyecto mejora y actualiza la redacción de los textos vigentes, fusionando ambos preceptos en uno solo.





En cuanto a la sustitución del texto del artículo 9º, hizo notar que se suprime el inciso primero, que remitía a la competencia de los Tribunales Ordinarios los delitos cometidos por militares en un destino público civil. Dadas las restricciones a la competencia de los Tribunales Militares, le pareció innecesario mantener la disposición.





En relación al artículo 11, recordó que en su inciso primero se mantiene la regla de competencia según la cual el Tribunal Militar la tiene respecto del autor sino también en relación a los demás responsables, sean militares o civiles. Sin embargo, se agrega una regla de rebaja de la pena en un grado respecto de cualquier responsable no militar, solución que, en líneas generales, obedece a los criterios actualmente imperantes en materia de comunicabilidad.





Luego, se suprime el actual inciso segundo del artículo 11, que otorga competencia a los Tribunales Militares para conocer de los delitos conexos. Esta, dijo, es una importante restricción, consistente con los artículos 164 y 165 del Código Orgánico de Tribunales.




Asimismo, se modifica el actual inciso final del artículo 11, que faculta a los Tribunales Militares para castigar como delito común un hecho que originalmente se tuvo como delito militar. En su lugar, se establece la obligación del Tribunal Militar de inhibirse de seguir conociendo del hecho y remitirlo al Tribunal Ordinario que corresponda. Ello, dijo, constituye otra restricción a las facultades de los Tribunales Militares.





En relación al artículo 12, se reemplaza su inciso primero, manteniéndose la regla actual de competencia del fuero militar y ordinario, eliminándose la referencia a los delitos no conexos. En cuanto a la preferencia de los Tribunales Militares para llevar adelante determinadas diligencias, se restringe a algunos delitos del Código de Justicia Militar.





Observó que el inciso primero sólo se refiere al inculpado y que correspondería agregar al imputado.





Finalmente, en relación a la supresión de la pena de muerte en el Código de Justicia Militar y su reemplazo por la pena de presidio militar perpetuo calificado, señaló que, en principio, esta modificación implica la abolición total de la pena de muerte en Chile. Puso de relieve que en virtud de obligaciones internacionales contraídas por nuestro país, ésta no podría reponerse, recordando que el artículo 4, número 3, de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), señala: “Artículo 4. Derecho a la Vida. 3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.”.




Luego, la Comisión escuchó el parecer del profesor señor Sergio Cea.




El mencionado académico estimó conveniente formular algunas precisiones previas en el ámbito de la jurisdicción castrense.





Señaló que la justicia miliar, en el Derecho Comparado, existe con una competencia y una organización propias y que esa es la situación, entre otros países, de Australia, Canadá, India, Sudáfrica, España, Reino Unido, Estados Unidos de Norteamérica y Perú.





Indicó que el establecimiento de una jurisdicción militar distinta del sistema civil tiene su razón sustancial en permitir a las Fuerzas Armadas robustecer directamente valores de trascendencia jurídica en el desempeño de sus funciones.  Ellos son la disciplina, la seguridad militar, la eficiencia operacional y la moralidad de los militares.  Estos valores o bienes son de carácter instrumental en relación con los cometidos constitucionales que les asigna la Carta Fundamental en el artículo 101; esto es, en la medida en que se observen integralmente aquéllos, el cumplimiento de esos cometidos estará asegurado. Recordó, a este respecto, que las Fuerzas Armadas existen para la defensa de la Patria y la seguridad de la Nación.





En lo que atañe a su consagración constitucional y legal, aludió a los artículos 83, inciso cuarto, y 101 de la Constitución Política; a los artículos 1°, inciso tercero, de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas y 21 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado; al artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales y al artículo 4° del Código Civil.  Todos ellos, dijo, sin perjuicio del propio Código de Justicia Militar.





Asimismo, los Tribunales Militares serán competentes para conocer de los delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra y de los delitos comunes cometidos por militares para dar cumplimiento a una orden o en acto de servicio o en recinto militar.





En lo que se refiere a la competencia, distinguió los siguientes aspectos:





a) Juzgamiento de Civiles. En esta materia, el objetivo fundamental del proyecto de ley es excluir el juzgamiento de civiles por parte de los Tribunales Militares. Para ello se consagran en forma expresa las excepciones en que se les juzgará y que son, en definitiva, el maltrato de obra a Carabineros y los delitos contemplados en el Código Aeronáutico.





Sin embargo, se acepta en el caso de cometerse un delito en forma conjunta por civiles y militares, de aquellos contemplados en el Código de Justicia Militar y en leyes especiales, que la competencia sea de los Tribunales Militares.





b) Juzgamiento de Militares. De acuerdo con el articulado del proyecto, los Tribunales Militares conocerán y juzgarán a militares por los delitos contemplados en el Código de Justicia Militar y en leyes especiales.  Ello es concordante con el objetivo esencial de la iniciativa, cual es que los órganos jurisdiccionales castrenses juzguen a los militares.  A su juicio, una buena administración de la justicia militar supone una adecuada comprensión de lo militar, siendo, en consecuencia, el juez natural el militar.





Hizo notar, finalmente, que luego se precisan en el articulado los siguientes aspectos:





-  En lo que atañe al juzgamiento de militares por delitos comunes sólo son competentes, tanto en el territorio nacional como en el extranjero, los Tribunales Militares cuando el delito común ocurre en acto del servicio o de una orden, y




-  En lo que se refiere a los delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior, los Tribunales Militares serán competentes para conocer de aquéllos tipificados tanto en el Código de Justicia Militar como en otros cuerpos legales, por ejemplo, en el Código Penal y en la Ley sobre Seguridad del Estado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, manifestó que, en términos generales, la Justicia Militar se rige por una lógica determinada, según la cual su misión es juzgar delitos militares cometidos por militares. En base a lo anterior, consideró que bien podría plantearse la cuestión de por qué la justicia militar es más idónea que la ordinaria.

El Honorable Senador señor Prokurica afirmó que la existencia de los Tribunales Militares obedece a una razón central que es contar con una judicatura especializada que atienda de mejor forma objetivos también especializados. En base a estas consideraciones, aseguró, ningún militar ha reclamado por ser juzgado por sus pares. Las dificultades surgen, agregó, cuando civiles –e incluso menores- quedan sometidos a estos Tribunales o cuando se trata de delitos que no tienen carácter militar.

Expresó que, más allá de lo que propone el proyecto en estudio, no debe dejarse de lado el debate sobre cómo debe enfrentarse el tema del orden y la seguridad pública y respaldarse a las Fuerzas Armadas y Carabineros, habida consideración de que una de las más relevantes preocupaciones de la comunidad es la seguridad ciudadana. 


Ahora bien, sostuvo que precisamente en el afán de respaldar a estas instituciones y buscar un mayor rigor en la aplicación de la ley, los Tribunales Militares representan un camino adecuado para lograrlo.

El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, revisó los modelos de Justicia Militar que se observan en el mundo, así como la tendencia comparada en orden a reducir o limitar la competencia de estos Tribunales. En este contexto, compartió la cuestión propuesta por el Honorable Senador señor Gómez y planteó la posibilidad de ahondar en aquel tipo sistema que, derechamente, contempla para los asuntos militares la competencia de los Tribunales Ordinarios, regulándose las situaciones particulares en el Derecho Penal sustantivo, mediante agravantes y atenuantes especiales, como ocurre en Francia y en Alemania.

El Auditor General de Carabineros, General (J) Ismael Verdugo, aseveró que la ciudadanía percibe que el nuevo sistema procesal penal no protege suficientemente los derechos de las víctimas. Siendo así, prosiguió, podría relativizarse la necesaria estrictez en la persecución de delitos cometidos contra la Fuerza Pública, no obstante tratarse de asuntos que comprometen el orden público. 


Señaló que los efectivos encargados de velar por el orden y la seguridad requieren de un ordenamiento jurídico fuerte que los proteja y los respalde. Por ello, llamó a tener cuidado ante la posibilidad de instalar en nuestro medio modelos que corresponden a otras realidades.


El Auditor General de la Fuerza Aérea, General (J) Renato Nuño, hizo presente que el sistema alemán -que tuvo oportunidad de conocer personalmente- surgió en el marco de la post guerra, y que fue en las particulares condiciones de aquella época en que se suprimió la justicia militar.

El Auditor General del Ejército, General (J) Juan Patricio Arab, expresó que este proyecto va más allá de la contingencia. Por otra parte, hizo presente que así como en nuestro país existen diversos ámbitos que cuentan con jurisdicciones propias -laboral, de familia, etc.- es perfectamente explicable que ello también ocurra en el campo militar y que sean tribunales de esta naturaleza los que conozcan de delitos militares. Por lo demás, agregó, para un tribunal no especializado es difícil juzgar estas conductas, prueba de lo cual es la circunstancia de que mientras las ofensas a Carabineros han sido conocidas por los tribunales ordinarios, prácticamente no ha habido condenas.

No obstante lo anterior, declaró que el deseo de quienes se desempeñan actualmente en estos tribunales especiales es dar cumplimiento cabal a su tarea, avanzar en la recepción y observancia de los criterios internacionales antes explicados y no ser estigmatizados por lo ocurrido en otros tiempos.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó sobre la carga de trabajo que los Tribunales Militares tienen en la actualidad.

El Auditor General del Ejército, General (J) Juan Patricio Arab, informó que en su institución el número de casos es sustancialmente menor al de hace diez años. Acotó que ellos se concentran en dos juzgados, que tramitan alrededor de dos mil casos. Además, explicó que cuando surge un hecho de particular importancia se designa un Ministro en Visita.


El Auditor General de Carabineros, General (J) Ismael Verdugo, por su parte, relató que, en el caso de su institución, existe una gran carga de trabajo, lo que se refleja en las Tablas, que normalmente constan de más veinticinco causas, más seis o siete agregadas.

El Auditor General de la Fuerza Aérea, General (J) Renato Nuño, indicó que las causas en la Fuerza Aérea no son numerosas. Explicó que el Código Aeronáutico, que es de gran especialidad, contempla sólo diez tipos penales, aunque, por haberse recogido en el último tiempo la práctica internacional, todo ilícito acaecido da lugar a la respectiva denuncia.

El Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) Claudio Cereceda, informó que la creación de la Cuarta Zona Naval y del correspondiente nuevo Juzgado, descomprimió bastante la carga de trabajo. Sin embargo, aclaró, la ocurrencia de cualquier causa de connotación pública copa la capacidad del respectivo Juzgado, pues todos ellos cuentan con escaso personal.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, consideró que, sobre la base de las exposiciones escuchadas, de los antecedentes recibidos y de las demás intervenciones formuladas, la idea de legislar estaba en condiciones de votarse, razón por la cual dio por finalizado el debate.





Puesta en votación en general la iniciativa, ésta fue aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.
- - -


En virtud del acuerdo precedente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Título I del Libro I del Código de Justicia Militar:

1) Reemplázase el artículo 3º por el siguiente:


“Art. 3°. Los Tribunales Militares de la República tienen jurisdicción sobre los militares, para juzgar todos los asuntos de la jurisdicción militar que sobrevengan en el territorio nacional, sin perjuicio de las excepciones establecidas en este Código.



Igualmente tienen jurisdicción para conocer de los mismos asuntos que sobrevengan fuera del territorio nacional, en los casos siguientes:



1°
Cuando acontezcan dentro de un territorio ocupado militarmente por las armas chilenas;



2°
Cuando se trate de delitos cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio;


3°
Cuando se trate de delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior.”.

2) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:

“Art. 5°. Los Tribunales militares son competentes para conocer:

1° De las causas por delitos militares, entendiéndose por tales delitos los contemplados en este Código, cuando sean cometidos por militares.

Tendrán también competencia para conocer en todos los casos de los delitos establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 de este Código.

2º De los asuntos y causas expresados en los números 1º a 3º del inciso segundo del artículo 3º.

3° De las causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra.

4° De las causas por delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio o en recintos militares.

5° De las causas por el delito del artículo 75 del Decreto Ley 2.306.

6º De las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, sean cometidas por civiles o militares.

7° De las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los números 1° a 6°, para obtener la restitución de la cosa o su valor.”.

3) Reemplázase el artículo 6º por el siguiente:

“Art. 6º.- Para los efectos de este Código, se considerarán militares los que se encuentren comprendidos en las leyes de planta o dotación del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Carabineros; los conscriptos; los miembros de las Fuerzas Armadas desde que sean llamados al servicio; los civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente; los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile; y los prisioneros de guerra.”.

4) Derógase el artículo 7º.

5) Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:

“Art. 9°. Corresponderá conocer de los delitos cometidos por civiles en una nave militar en la alta mar al juzgado de garantía competente del primer puerto nacional de arribada, excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares. Si el delito fuere cometido por un civil en una aeronave en vuelo, conocerá de ese delito el juzgado de garantía competente en el primer aeropuerto nacional en que aquélla aterrice, excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares.”.

6) Sustitúyese el texto del 11º por el siguiente:

“Art. 11. El Tribunal Militar tendrá competencia para juzgar no sólo al autor de un delito de jurisdicción militar, sino también a los demás responsables de él. Los coautores o partícipes civiles de un delito cometido por un militar tendrán una rebaja obligatoria de pena en un grado, una vez que se haya determinado la pena concreta para cada caso.

La calificación por el Tribunal Militar como delito de competencia de la jurisdicción ordinaria de un hecho que se tenga como delito de competencia de la jurisdicción militar durante la tramitación del proceso, alterará la jurisdicción, debiendo el juez militar inhibirse de su continuación, pasando el caso al tribunal ordinario que corresponda.”.

7) Modifícase el artículo 12º en la forma que sigue:
a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

“Cuando se hubiere cometido por un mismo agente delitos de jurisdicción militar y de jurisdicción  común, el Tribunal Militar será  competente para conocer de los primeros y el tribunal ordinario de los segundos. Si la aplicación de esta norma creare alguna interferencia o dificultad para la práctica de medidas o diligencias que se relacionan con el inculpado, tendrán preferencia las requeridas por el Tribunal Militar cuando se trate de los delitos a los que se refieren los Títulos II, III y IV, el párrafo 1 del Título V, y los artículos 336, números 1° y 2°, 337, números 1° y  2°, 350 y 351, del Libro Tercero de este Código.”.

b) Intercálase la siguiente frase en el inciso segundo entre las expresiones “procesamiento” e “y”: “o de la formalización de la investigación en su caso”.

c) Sustitúyese la expresión “reo” en el inciso final, por los vocablos “imputado o procesado”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a los libros III y IV del Código de Justicia Militar:

1) Modifícase el artículo 216 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

b) Sustitúyese la expresión “reo” en el inciso final, por los vocablos “imputado o procesado”.

2) Modifícase el artículo 222 de la siguiente manera:
a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Las penas de presidio perpetuo calificado y de presidio y reclusión perpetuas llevan consigo la degradación.”.

b) Derógase el inciso final.

3) Modifícase el artículo 223 de la siguiente manera:

a) Sustitúyese el texto del inciso primero por el siguiente:

“Iguales accesorias a las referidas en el artículo anterior, llevarán consigo las penas militares, para lo cual se considerarán las penas militares de presidio militar perpetuo calificado y presidio militar y reclusión militar perpetua, equivalentes a las penas comunes de presidio perpetuo calificado y presidio perpetuo.”. 

b) Sustitúyese el texto del inciso segundo por el siguiente: 

“Son penas de crimen: presidio militar perpetuo calificado, presidio militar perpetuo, reclusión militar perpetua, presidio militar mayor y reclusión militar mayor.”.

4) Sustitúyese en el numeral primero del artículo 235, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

5) Sustitúyese el texto del artículo 240 por el siguiente: 

“La ejecución de la pena de presidio militar perpetuo calificado importa la privación de libertad del condenado de por vida, bajo un régimen especial de cumplimiento que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 32 bis del Código Penal.”. 

6) Derógase el inciso segundo del artículo 241. 

7) Modifícase el artículo 244 en la forma que a continuación se expresa:

a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

8) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 262, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

9) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 270, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 272, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


11) Modifícase el artículo 287 en la forma que a continuación se expresa: 

a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

b) Derógase el inciso segundo. 

12) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 288, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

13) Reemplázase en el inciso primero del artículo 303, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

14) Reemplázase en el numeral primero del artículo 304, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

15) Sustitúyese en el inciso final del artículo 327, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

16) Sustitúyese en el numeral primero del artículo 336, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

17) Sustitúyese en el numeral primero del artículo 337, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

18) Reemplázase en el numeral primero del artículo 339, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

19) Reemplázase en el inciso final del artículo 347, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

20) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 379, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

21) Reemplázase en el numeral primero del artículo 383, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

22) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 384, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

23) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 385, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

24) Reemplázase el texto del numeral primero del artículo 391 por el siguiente:

“1° Con la pena de presidio militar perpetuo a presidio militar perpetuo calificado si el hecho ha tenido lugar a la vista del enemigo, y con reclusión militar mayor en su grado máximo a presidio militar perpetuo calificado si ha tenido lugar al frente de rebeldes o sediciosos;”. 

25) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 392, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 

26) Intercálase los guarismos “416 bis, 416 ter” en el artículo 404, entre los números “416” y “417” y agrégase una coma después de “416”. 

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N°321, de 1925:

1) Reemplázase el texto del inciso primero del artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- A los condenados a presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Cuando fuere rechazada la solicitud, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde su última presentación.”.

2) Reemplázase el texto del inciso segundo del artículo 5° por el siguiente:

“En todo caso, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado, la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el artículo precedente.”.

Artículo 4°.- Introdúcese la siguiente modificación al Código Orgánico de Tribunales:

1) Reemplázase el texto del numeral séptimo del artículo 96 por el siguiente:


“7º Conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional, en los casos en que se hubiere impuesto el presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado. 

La resolución, en este caso, deberá ser acordada por la mayoría de los miembros en ejercicio.”. 

Artículo 5º.- Introdúcese la siguiente modificación a la ley 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

1) Reemplázase el texto de los incisos segundo y tercero del artículo 14 por el siguiente:“No obstante, si consumieren tales sustancias en las situaciones y lugares mencionados en el artículo 5º, Nº 3º y 4°, del Código de Justicia Militar, la sanción será presidio menor en sus grados medio a máximo.

Los conscriptos que consuman alguna de las sustancias señaladas en los artículos 1º y 5º de esta ley, en los lugares o situaciones indicados en el inciso anterior, serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”. 

Artículo 6º.- La presente ley entrará en vigor 60 días después de su publicación en el Diario Oficial para todas las infracciones cometidas a partir de dicha fecha, y no se alterará la jurisdicción ni la competencia de las causas en curso radicadas en los tribunales militares.”.
- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de octubre y 6 de noviembre de 2007, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y Pedro Muñoz Aburto.

Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2007.
NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Abogada Secretaria
RESUMEN EJECUTIVO
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY,
EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR, ALTERANDO LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES MILITARES Y SUPRIMIENDO LA PENA DE MUERTE.
(Boletín Nº 5.159-07)

I.- PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO: adecuar el sistema de Justicia Militar a diversos estándares exigidos por el derecho moderno, tales como el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ciertos fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como otros del Tribunal Constitucional. En concreto, la iniciativa se sustenta en dos criterios fundamentales. El primero, limitar la competencia de los Tribunales Militares, de manera que conozcan fundamentalmente de delitos militares cometidos por militares, y el segundo, sustituir la pena de muerte por la de presidio militar perpetuo calificado.
II.- ACUERDOS: aprobado en general por 3 votos a favor y 2 abstenciones.
III.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO: consta de seis artículos permanentes.
IV.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66 y 77 de la Carta Fundamental, los artículos 1°, 3° y 4° deben aprobarse con carácter orgánico constitucional por incidir en las atribuciones de los tribunales. A su vez, el artículo 2°, con excepción de su numeral 26, debe aprobarse como norma de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 19, número 3°, de la Constitución Política.

V.- URGENCIA: “simple”, a la fecha de emisión de este informe.
---------------------------------------------------------------------------------------------------

VI.- ORIGEN DE LA INICIATIVA: Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.
VII.- TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII.- TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.
IX.- LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:
-Constitución Política de la República, Capítulo VI Poder Judicial;
-Código de Justicia Militar, Libros Primero, De los Tribunales Militares; Tercero, De la Penalidad, y Cuarto, Otras Disposiciones;
-Código Orgánico de Tribunales, artículo 96;
-Decreto Ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional para los penados, artículos 3° y 5°, y
-Ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, artículo 14.
---------------------------------------------------------------------------------------------------

                                                         Valparaíso, 8 de noviembre de 2007.

NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Abogada Secretaria
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